El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
Emilia Carmona Gil Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-005-2014-00620-01
Emilia Carmona Gil Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-005-2014-00620-01

Providencia:                             Sentencia de 14 de diciembre de 2016
Radicación Nro.

66001-31-05-005-2014-00620-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Emilia Carmona Gil 
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:
LEY 71 DE 1988. Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, catorce de diciembre de dos mil dieciséis, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 10 de septiembre de 2015, dentro del proceso que promueve la señora EMILIA CARMONA GIL en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2014-00620-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Emilia Carmona Gil que la justicia laboral declare que es beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple con los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 14 de octubre de 2009, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Nació el 14 de octubre de 1954, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 35 años de edad; en toda su vida laboral acredita 765.14 semanas de cotización, de las cuales 668.59 fueron realizadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de los 55 años de edad; el 14 de diciembre de 2009 solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez, misma que fue negada mediante la resolución Nº 3759 de 2010.
Al contestar la demanda –fls.21 a 23- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la mayoría de hechos relacionados anteriormente, menos los concernientes con la densidad de semanas cotizadas. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Cobro de lo no debido”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios o indexación de montos”, “Prescripción”, “Buena fe” y “Genéricas”.
En sentencia de 10 de septiembre de 2015, la funcionaria de primer grado manifestó que si bien la señora Emilia Carmona Gil contaba con más de 35 años de edad para el 1º de abril de 1994, siendo beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pudiéndose beneficiar de los regímenes pensionales establecidos en las leyes 33 de 1985 o 71 de 1988, en consideración a que antes de la vigencia del sistema general de pensiones ella había prestado sus servicios en el sector público.

No obstante lo anterior, determinó que a pesar de que la demandante cumplió los 55 años de edad el 14 de octubre de 2009, lo cierto es que no tiene 20 años de servicios en el sector público, ni tampoco acumula ese tiempo de servicios entre el sector público y privado.

Igualmente señaló que a la demandante no le es aplicable el régimen pensional previsto en el Acuerdo 049 de 1990, pues su afiliación al régimen de prima media con prestación definida se hizo con posterioridad al 1º de abril de 1994.

Por los motivos expuestos, absolvió a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado totalmente desfavorable a los intereses de la parte actora, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Es beneficiaria la señora Emilia Carmona Gil del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993?
De ser afirmativa la respuesta al interrogante anterior ¿Cuál es el régimen pensional al que se encontraba afiliada la demandante antes de entrar a regir el sistema general de pensiones?

¿Tiene derecho la actora a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN

En orden a que nuevas disposiciones no vulneren expectativas de derecho avanzadas, que si bien aún no pueden considerarse como verdaderos derechos adquiridos, si merecen el mantenimiento de las condiciones previas que permitan su concreción, el artículo 36 de la ley 100 de 1993 estableció un régimen de transición, en virtud del cual, las personas que se encuentren en las especiales condiciones allí previstas, puedan adquirir su derecho pensional en la cuantía y según los requisitos previstos en la legislación anterior. 

Son acreedores del beneficio del que se viene hablando quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

Sin embargo, ha sido reiterada la posición de la Sala en sostener que existe un requisito tácito, que de no cumplirse hace imposible beneficiarse del régimen de transición, el cual consiste en haber pertenecido en algún momento anterior a la vigencia de la ley 100 de 1993 al régimen o sistema del que se pretenden derivar las condiciones de edad, tiempo de servicios y monto de la pensión con las que se reclama el derecho.

2. LEY 71 DE 1988.

Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

En consecuencia, además de la edad prevista (60 ó 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de servicios, que en términos de semanas representa 1028,57, si se toman años de 360 días, o 1042,85, si se tienen en cuenta años de 365 días.

Así lo ha sostenido la Sala de Casación Laboral en sentencias de 24 de abril de 2013 radicación Nº 42.192, SL 5062 de 29 de abril de 2015 radicación No. 48298 y más recientemente en la SL 13153 de 24 de agosto de 2016 radicación Nº 50.896 ésta última con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena, en donde señaló:

“Ahora bien, si la Corte analizara el asunto bajo el actual criterio jurisprudencia vertido en la sentencia CSJ SL, 4457-2014, 26 marzo 2014 rad. 43904, y a la luz de la Ley 71 de 1988, que también constituye una de las normatividades anteriores aplicables en virtud del régimen de transición, tampoco le asistiría derecho al demandante, toda vez que, de entender que el actor cotizó un total de 1.027 semanas, no cumple con la exigencia de 20 años de servicios del artículo 7 de la dicha normativa, los cuales equivalen a 1028,57 semanas..”
EL CASO CONCRETO

Según copia de la cédula de ciudadanía visible a folio 8 del expediente, la señora Emilia Carmona Gil nació el 14 de octubre de 1954, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 39 años de edad, siendo beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
Ahora bien, pretende la actora que se le aplique el régimen pensional previsto en el Acuerdo 049 de 1990, sin embargo, al revisar la resolución Nº 3759 de 2010 y la historia laboral válida para prestaciones económicas –fls.10 a 12 y 35 a 38-, se evidencia que la demandante antes del 1º de abril de 1994 no se encontraba afiliada al ISS, pues ello solo aconteció el 1º de mayo de 1995, motivo por el que no es posible que se beneficie de un régimen pensional al que nunca perteneció, esto es, el establecido en el Acuerdo 049 de 1990. No obstante, como el ISS (Hoy Colpensiones) reconoció en el mencionado acto administrativo que la señora Carmona Gil prestó sus servicios en el sector público entre el 5 de noviembre de 1986 y el 15 de junio de 1988, los regímenes pensionales de los cuales se puede beneficiar, son los previstos en las leyes 33 de 1985 o 71 de 1988.

Sin embargo, no resulta posible reconocerle la pensión de jubilación prevista en esos cuerpos normativos, pues a pesar de haber cumplido los 55 años de edad el 14 de octubre de 2009, lo cierto es que en el sector público tan solo acredita 1 año 7 meses y 11 días de servicios; y entre ese sector y el privado acumula aportes correspondientes a 848,16 semanas, que equivalen a 16,49 años de servicios.
Bajo tales parámetros, acertada resultó la decisión adoptada por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 10 de septiembre de 2015.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
                           Aclarara Voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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